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DERECHOS A LA SALUD Y LA VIDA DIGNA / OBLIGACIÓN DE PRESTAR LOS SERVICIOS MÉDICOS REQUERIDOS. “De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala observa que desde el 25 de enero de 2016, el señor Pérez Villada fue valorado por el doctor Plinio Castaño Melo, quien confirmó el diagnóstico artrosis postraumática de articulaciones, razón por la cual le ordenó el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIAS” (folio 5). Al respecto, Sanidad Seccional Risaralda señaló que es un procedimiento complejo que requiere de la contratación de otras entidades con diferentes niveles de complejidad y que para tal fin, se vienen realizando las cotizaciones pertinentes, así como los trámites administrativos tendientes a prestar el servicio requerido por el accionante para lo cual se deben utilizar los recursos financieros disponibles.  Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que si bien existen procedimientos y trámites a los que la entidad demandada debe someterse para materializar el requerimiento del accionante, de conformidad con las normas legales del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, las que se ajustan al principio de la igualdad y a los recursos económicos que rigen a la entidad, con el fin de brindar a sus afiliados los servicios en salud que necesiten, también lo es que el señor Pérez Villada tiene una orden médica desde enero de 2016 que ha sido sometida a trámites burocráticos y administrativos, lo que ha retrasado e impedido el acceso  a la cirugía “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIASTASIS”, lo que constituye una violación flagrante a los derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y la integridad personal del actor, por lo que la intervención del juez constitucional se hace necesaria.”.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil diecisieste (2017)
Aprobado por Acta No.0152
Hora: 3:40 p.m

1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Wilmer Pérez Villada en contra de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la salud, trato digno y vida digna.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. El señor Wilmer Pérez Villada informó que se encuentra vinculado como beneficiario a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional como patrullero, quien fue diagnosticado por su médico tratante como paciente con artrosis postraumática de articulaciones, razón por la cual le ordenó el procedimiento: “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIASTASIS”.
Afirmó que lo anterior es un trámite urgente y prioritario en razón a la gravedad de la enfermedad, aunado a que no cuenta con los recursos económicos suficientes para su atención.
Consideró que su salud se deteriora cada día más y por eso requiere de la autorización del procedimiento antes descrito, pues afirmó que este ha sido ordenado desde el 15 de marzo de 2016.

Por lo tanto, solicitó: i) que en el término improrrogable de 48 horas, la accionada, disponga la atención prioritaria e integral del señor Wilmer Pérez Villada, ii) garantizar el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINIVECTOMIA, CONDROPLASTIA. ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ANTRODIASTASIS”, iii) ordenar a SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL que asuma el transporte del paciente y el acompañante cuando así lo requiera para terapias, exámenes de laboratorio, citas especializadas, de evaluación. 
Adjuntó copia de la cédula de ciudadanía, de la prescripción médica y la historia clínica. (Fls. 4-8)

2.3. Mediante auto del 8 de febrero de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Nacional. (Fls. 11)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA
Informó que en sus instalaciones solo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio; por lo tanto, para los procedimientos como el que requiere el accionante debe contratar con diferentes entidades de salud que tiene otros niveles de complejidad.
Indicó una vez fue radicada la solicitud del señor Pérez Villada, la entidad inició los trámites para hacer efectivo los procedimientos; por tal razón, el 17 de mayo 2016 solicitó la cotización de los mismos a la entidad Ortotrauma S.A.S quienes le informaron el 29 de agosto de 2016 que el procedimiento tenía un valor de $9.000.000 y en tal sentido, la Seccional de Sanidad de Risaralda autorizó mediante el oficio Nº S-2016-051384/JEFAT – GRUAD – 29.25 al señor WILMER PÉREZ VILLADA un valor de 2.445.038 pesos, en consideración de que la patología es producto de un accidente de tránsito y por ende el SOAT cubría el resto del procedimiento. 

Afirmó que el 24 de enero de 2017 se recibió un correo electrónico por parte del señor Fredy Arturo Restrepo Cuartas de Servicios Especiales ORTOTRAUMA S.A.S informando que la solicitud de autorización de material de cirugía y osteosíntesis del paciente Wilmer Pérez Villada tenía un costo de $29.476.330.

Consideró que por tratarse de un procedimiento de alto costo, esa Seccional se encuentra realizando las gestiones necesarias para garantizar la prestación del servicio al accionante, debido al alto costo del procedimiento procuran la buena y razonable utilización de los recursos y concluyó afirmando que notificará al accionante del lugar, fecha y hora de la realización del procedimiento.
Solicitó que se falle a su favor pues no ha negado ningún servicio médico. (Fls. 16 y 17)

Anexó copia de los correos electrónicos con la solicitud y el costo de los procedimientos que se han cruzado entre Sanidad Regional de Risaralda y Ortotrauma S.A.S, Liga Contra el Cáncer y Red de Prestación de servicios de ortopedia (Fls 18-20).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada y vinculada han vulnerado los derechos fundamentales al señor Wilmer Pérez Villada, por el hecho de no realizarle aún el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMIA, CONDROPLASTIA. ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VÍA. ARTODIASTASIS”, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.”  (Subrayas nuestras).

4.6.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” 
(Subrayas propias)
4.7. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala observa que desde el 25 de enero de 2016, el señor Pérez Villada fue valorado por el doctor Plinio Castaño Melo, quien confirmó el diagnóstico artrosis postraumática de articulaciones, razón por la cual le ordenó el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIAS” (folio 5). Al respecto, Sanidad Seccional Risaralda señaló que es un procedimiento complejo que requiere de la contratación de otras entidades con diferentes niveles de complejidad y que para tal fin, se vienen realizando las cotizaciones pertinentes, así como los trámites administrativos tendientes a prestar el servicio requerido por el accionante para lo cual se deben utilizar los recursos financieros disponibles.
4.8. Enfrentadas así las partes, esta Sala considera que si bien existen procedimientos y trámites a los que la entidad demandada debe someterse para materializar el requerimiento del accionante, de conformidad con las normas legales del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía, las que se ajustan al principio de la igualdad y a los recursos económicos que rigen a la entidad, con el fin de brindar a sus afiliados los servicios en salud que necesiten, también lo es que el señor Pérez Villada tiene una orden médica desde enero de 2016 que ha sido sometida a trámites burocráticos y administrativos, lo que ha retrasado e impedido el acceso  a la cirugía “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIASTASIS”, lo que constituye una violación flagrante a los derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y la integridad personal del actor, por lo que la intervención del juez constitucional se hace necesaria.
4.9.  De acuerdo con lo anterior, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que  la entidades que prestan los servicios de salud no pueden exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requieren sus  usuarios, ni los mismos pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos, tal como lo indicó ese Máximo Tribunal en la Sentencia T-1218 de 2004, cuando estableció lo siguiente: 
 
  “(…) Es así como esta Corte frente a dilaciones en el servicio de salud debido a trámites administrativos, ha sostenido:
 
´Así pues, en un Estado Social de Derecho, fundado en el respeto de la dignidad humana (art. 1º C.P.) y en la conservación del valor de la vida (Preámbulo y art. 11 C.P.), no puede predicarse la efectividad del servicio de salud en aquellos eventos en los cuales la E.P.S., desconociendo las reales circunstancias de salud de un afiliado y sin mediar justificación, lo somete a esperar indefinidamente la práctica de una cirugía que se necesita de manera urgente, o antepone problemas administrativos, contractuales, económicos, o disposiciones de carácter legal para negarse a prestar el tratamiento médico que le garantizará al usuario la existencia digna´.
 
(…) En conclusión, la E.P.S. demandada no puede exponer válidamente argumentos de tipo administrativo que creen una barrera en el acceso a los servicios de salud que requiere la demandante.
 
De igual manera, los usuarios del sistema de salud no pueden ser sometidos a interminables trámites internos y burocráticos que no permitan desarrollar en adecuada forma los tratamientos médicos. 
 
(…) 
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que quien presta un servicio de salud, no puede realizar actos que puedan llegar a comprometer la continuidad del servicio y en consecuencia la eficiencia del mismo.
 
Así pues, es obligación tanto de las entidades públicas como de las privadas que intervienen en la prestación de los servicios de salud, garantizar su continuidad.

 
En el presente caso debe esta Sala reiterar que sin importar la razón por la que se extingue la vinculación con la E.P.S, ésta se encuentra en la obligación   de culminar los tratamientos y los procedimientos médicos ya iniciados, mientras no se asegure su culminación por parte de otras Empresas Promotoras de Salud, por lo que la terminación abrupta de aquellos, quebranta los derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida y  la integridad personal”.
4.10.  Así las cosas, esta Sala concluye que la entidad demandada ha contado con más de un año para formalizar la orden médica prescrita desde el 25 de enero de 2016 al señor Pérez Villada, por lo tanto, no basta con que se estén adelantando las actuaciones pertinentes para garantizar la atención que necesita el accionante, sino que la misma debe materializarse sin más dilaciones ni trabas administrativas.  En tal virtud, la presente acción de tutela es procedente para lograr la efectiva protección de los derechos constitucionales fundamentales del actor, quien ha visto menguada su salud por la patología padecida “ARTROSIS POSTRAUMATICA DE ARTICULACIONES”, la que debe ser atendida de forma integral, con fundamento a lo reiterado por la jurisprudencia de la  Corte Constitucional, la que en la Sentencia T-576 de 2008 precisó el contenido del principio de integralidad así: "…la Corte Constitucional ha manifestado en múltiples ocasiones que la atención en salud debe ser integral y por ello, comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los tratamientos iniciados así como todo otro componente que los médicos valoren como necesario para el restablecimiento de la salud del paciente”. 
4.11. Consecuente con lo anterior, se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor Wilmer Pérez Villada y como consecuencia de esa declaración, se ordenará a la Dirección  de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional y la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional que de manera conjunta, en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de la presente sentencia, programen la fecha y la hora en que se llevará a cabo el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIASTASIS” junto con el material que se requiera para esa cirugía.    Así mismo, las Direcciones mencionadas se encargarán de prestar la atención integral que requiera el señor Pérez Villada y que tenga que ver la patología “ARTROSIS POSTRAUMATICA DE ARTICULACIONES”, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen y si es del caso, sufraguen los gastos de transporte, terapias y otros procedimientos que requiera el accionante.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud y vida digna invocados por el señor Wilmer Pérez Villada.

SEGUDO: ORDENAR a la Dirección  de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional y a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional que de manera conjunta, en el término de cuarenta y ocho (48) horas contado a partir de la notificación de la presente sentencia, programen la fecha y la hora en que se llevará a cabo el procedimiento “ARTROSCOPIA DE TOBILLO, SINOVECTOMÍA, CONDROPLASTIA ALARGAMIENTO DE AQUILES POR DIFERENTE VIA ARTRODIASTASIS” junto con el material que se requiera para esa cirugía.    Así mismo, las Direcciones mencionadas se encargarán de prestar la atención integral que requiera el señor Pérez Villada y que tenga que ver la patología “ARTROSIS POSTRAUMATICA DE ARTICULACIONES”, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen y si es del caso, sufraguen los gastos de transporte, terapias y otros procedimientos que requiera el accionante.
TERCERO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.
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